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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

PRIMERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 691/2024/1
PARTE ACTORA: 

****** ****** ******** ******
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECCIÓN DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD DEL INSTITUTO REGISTRAL Y CATASTRAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI Y OTRA AUTORIDAD
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO. 
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, veintiuno de noviembre de dos mil veinticuatro.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 691/2024/1; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el nueve de agosto de dos mil veinticuatro, ****** ****** ******** ******, compareció a demandar la boleta número Q1057400 de once de junio de dos mil veinticuatro, mediante la cual se negó la expedición del certificado de libertad de gravamen; y,  el cobro  por la cantidad de $407.00 (cuatrocientos siete pesos 00/100 m.n.) por concepto de expedición de certificado de gravamen o libertad.
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El veintitrés de agosto de dos mil veinticuatro se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a las autoridades señaladas como demandadas, emplazándolas para que en el término de ley formularan su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las 11:00 once horas del once de noviembre de dos mil veinticuatro, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito inicial de demanda, así como al oficio de contestación de la demanda; asimismo, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por la parte actora así como las ofrecidas por las autoridades demandadas; en período de pruebas, se tuvieron por desahogadas dada su propia y especial naturaleza, el material probatorio consistente en documentales, presuncional legal y humana e Instrumental de Actuaciones; se hizo constar que no existían pruebas por desahogar y en período de alegatos se dio cuenta que ninguna de las partes formularon alegatos; quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, citándose el presente expediente para su resolución.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, de conformidad con lo previsto en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I, y 9º fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad estatal.

SEGUNDO.- Existencia del acto. Se procede a precisar el acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.

El acto materia de impugnación lo constituye la boleta número Q1057400 de once de junio de dos mil veinticuatro, mediante la cual se negó la expedición del certificado de libertad de gravamen; y, el cobro por la cantidad de $407.00 (cuatrocientos siete pesos 00/100 m.n.) por concepto de expedición de certificado de gravamen o libertad, acto cuya existencia queda evidenciada con la documental que fue exhibida por la parte enjuiciada, visible en foja 8 a 11 de autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

Ahora, la litis en este juicio se delimita en determinar la legalidad o ilegalidad de la determinación enunciada en el párrafo previo, sobre la base de los agravios que formula la actora, la refutación que de los conceptos de impugnación planteados por la enjuiciada y los medios de pruebas que aportaron los contendientes.

TERCERO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha del Acto Impugnado
	Fecha de conocimiento
	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	11 de junio de 2024
	12 de junio de 2024
	13 de junio de 2024 al 09 de agosto de 2024

	09 de junio de 2024


CUARTO.- Legitimación. De conformidad con lo que precisa el numeral 221 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, procede el estudio de la personalidad y legitimación de las partes.

En lo que respecta al actor, la personalidad del mismo no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y es el caso que el acto impugnado se encuentra dirigido al nombre del inconforme por lo que es innegable que cuenta con el derecho para impugnarlo.

En cuanto a legitimidad de las autoridades demandadas, compareció el Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal así como la Titular de la Dirección General del Instituto Registral y Catastral del Estado; quienes para acreditar la calidad del cargo y su personalidad, en términos de lo previsto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibieron copia certificada de su nombramiento, los cuales obran agregados a fojas 35 y 36 así como 44 a 53 de autos.

Las documentales de referencia adquieren valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

QUINTO.- Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En ese tenor, se desprende que la diversa autoridad compareciente Procurador Fiscal del Estado, aduce que en el presente caso se actualiza la causa de improcedencia a que alude el artículo 228, fracción XI, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación a lo dispuesto por el artículo 230, fracción II, de dicha codificación; ello en atención a que, conforme a la resolución contenida en la boleta número Q1057400 de once de junio de dos mil veinticuatro, mediante la cual se negó la expedición del certificado de libertad de gravamen, se desprende que a dicha autoridad, Dirección de Recaudación y Política Fiscal, dependiente de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, no le resulta el carácter de autoridad para los efectos del presente juicio, dado que no ordenó, emitió o ejecutó el acto controvertido.
Es fundada la causa de improcedencia alegada.

Conforme a lo previsto en el ordinal 228, fracción XI, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es improcedente el juicio contencioso administrativo cuando se promueve contra actos en donde la improcedencia resulte de alguna disposición de ese Código o de cualquiera otra disposición legal de naturaleza fiscal o administrativa.
Ahora bien, en términos del artículo 230, fracción II, inciso a) del invocado Código Procesal Administrativo, establece que es autoridad para efectos del juicio de nulidad, tanto la autoridad ordenadora como la ejecutora de los actos impugnados y, en su caso, aquéllas que las sustituyan, así como los organismos públicos descentralizados de la administración pública estatal o municipal.

De donde, para tener por acreditada la dicha causa de improcedencia, se requiere como condición, que resulte notorio y evidente el que del acto controvertido se desprenda que la autoridad a la que le atribuye el carácter de demandada no tenga intervención en la emisión o ejecución del acto controvertido.

En ese sentido, del análisis efectuado a la boleta número Q1057400 de once de junio de dos mil veinticuatro, valorada con anterioridad, mediante la cual se negó la expedición del certificado de libertad de gravamen y vinculó al accionante al pago del derecho por la expedición del certificado de existencia/inexistencia de gravamen, es evidente que la citada autoridad Dirección de Recaudación y Política Fiscal, dependiente de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, no tuvo intervención en la emisión de la determinación por la que se rechazó la boleta Q1057400, por lo que en ese sentido es evidente que no le resulta el carácter de autoridad para los efectos del presente juicio, de ahí que se actualice la causa de improcedencia analizada y por virtud de ello, resulte procedente decretar el sobreseimiento del presente juicio, por lo que hace a dicha autoridad, ello conforme a lo previsto en el artículo 229, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En otro orden, se desprende que la demandada, Titular de la Dirección General del Instituto Registral y Catastral del Estado si bien no invoca de manera literal cuestiones de improcedencia y sobreseimiento, alega como incidentes de previo y especial pronunciamiento, cuestiones relativas a la carencia de acción o derecho por parte del actor, alegando que el acto impugnado no le produjo lesión a su esfera jurídica aunado a que el mismo cumple con los requisitos de fundamentación y motivación.

Al respecto debe indicarse que las manifestaciones sintetizadas, no concretan cuestiones que informen una causa de improcedencia o sobreseimiento en este juicio, sino que se encuentran estrechamente vinculadas con la materia de fondo de esta controversia, de donde no es dable analizar dichos argumentos en esta etapa, sino cuando se estudien los agravios planteados en esta controversia.        
SEXTO.- Conceptos de impugnación. El único concepto de impugnación que plantea la parte actora es visible a fojas 05 a la 08 del sumario, el que por economía procesal se tiene aquí por reproducido. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyo rubro y contenido, se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SÉPTIMO.- Estudio. Es infundado el concepto de impugnación.   
A. Problema Jurídico

En el motivo de disentimiento, el accionante señala que la Dirección del Registro Público de la Propiedad del Instituto Registral y Catastral del Estado, atentó contra el principio de legalidad tributaria, en razón de que ordenó se llevara a cabo un cobro inequitativo en su contra, dado que se le negó la expedición del certificado de existencia/inexistencia de gravamen del inmueble, con fundamento a lo establecido en el artículo 10 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Dice el accionante que el cobro es incorrecto y es ilegal el rechazo de la boleta número Q1057400, por medio de la cual se le negó la expedición del certificado de libertad de existencia/inexistencia de gravamen del inmueble con número de folio electrónico ****** y consecuentemente se deberá realizar la declaración de nulidad de los actos reclamados, dado que conforme a lo previsto en los artículos 1º y 34 de la Ley de Ingresos para el Municipio de San Luis Potosí, para el ejercicio fiscal 2024, se advierte que la certificación de propiedad de bienes inmuebles es por predio y no por predio y libertad como se conceptualiza en el recibo de pago.        

B. Antecedentes

Conforme a lo manifestado por el enjuiciante en su demanda, particularmente del capítulo de “…HECHOS QUE CONSTITUYAN LOS ANTECEDENTES DE LA DEMANDA”, se desprende que presentó una solicitud para que se le expidiera un documento público denominado certificado de libertad de existencia/inexistencia de gravamen del inmueble con número de folio electrónico ******, la cual obra a fojas 18 de autos y que para mayor comprensión enseguida se reproduce:
Ahora bien, al remitirnos al acto que se impugna, el cual obra a fojas 8, 9, 10 y 11 de este expediente, de su contenido se advierte lo siguiente:
SE INSERTAN IMAGENES
C. Decisión.

Como fue anticipado, por lo que hace al concepto de impugnación reseñado, el mismo deviene infundado a razón de lo siguiente.

Como lo sostiene el impetrante en su escrito de demanda, es cierto que el principio de legalidad tributaria que se deriva del contenido del artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, exige que sea el legislador y no las autoridades administrativas, quien establezca los elementos constitutivos de las contribuciones, con un grado de claridad y concreción razonable, a fin de que los gobernados tengan certeza sobre la forma en que debe atender sus obligaciones tributarias.

En efecto, el dispositivo constitucional citado en el párrafo precedente establece:

“Artículo 31. Son obligaciones de los mexicanos:

…

…

…

IV. Contribuir para los gastos públicos, así de la Federación, como de los Estados, de la Ciudad de México y del Municipio en que residan, de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes.”

Énfasis añadido.
Como se observa del trasunto, se establece el deber de los mexicanos de contribuir para los gastos públicos, siempre que estas contribuciones se ajusten a los principios que se derivan de dicho numeral y que se pueden enumerar de la manera siguiente:

a) Principio de legalidad.

b) Principio de proporcionalidad.

c) Principio de equidad.

d) Destino del gasto público.

Así, conforme al principio de legalidad tributaria, se deriva la obligación inherente para el Estado de que los elementos esenciales de las contribuciones, como pueden ser el sujeto, objeto, base, tasa y época de pago deben estar consignados de manera expresa en la ley, pues tal exigencia responde a la necesidad de que no quede margen para la arbitrariedad de las autoridades exactoras, ni para el cobro de tributos de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes, salvaguardando a través del principio de legalidad tributaria, que dicha contribución se ajuste a los parámetros de proporcionalidad y equidad.

Bajo ese contexto, el principio de legalidad tributaria se concibe bajo la idea de que ninguna autoridad fiscal y/o administrativa puede emitir un acto o resolución que no se conforme a una ley expedida con anterioridad y en donde las contribuciones se apeguen a los criterios de proporcionalidad y equidad; por tanto, bajo el principio aludido, se establece que la carga impositiva debe estar prevista en una ley, con el objeto de que no se deje al arbitrio de las autoridades, ya que estas tienen solo la obligación de aplicar las disposiciones generales.
Orienta lo anterior, el criterio jurisprudencial que enseguida se transcribe:

“IMPUESTOS, PRINCIPIO DE LEGALIDAD QUE EN MATERIA DE, CONSAGRA LA CONSTITUCION FEDERAL. El principio de legalidad se encuentra claramente establecido por el artículo 31 constitucional, al expresar, en su fracción IV, que los mexicanos deben contribuir para los gastos públicos de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes y está, además, minuciosamente reglamentado en su aspecto formal, por diversos preceptos que se refieren a la expedición de la Ley General de Ingresos, en la que se determinan los impuestos que se causarán y recaudarán durante el período que la misma abarca. Por otra parte, examinando atentamente este principio de legalidad, a la luz del sistema general que informa nuestras disposiciones constitucionales en materia impositiva y de explicación racional e histórica, se encuentra que la necesidad de que la carga tributaria de los gobernados esté establecida en una ley, no significa tan solo que el acto creador del impuesto deba emanar de aquel poder que, conforme a la Constitución del Estado, está encargado de la función legislativa, ya que así se satisface la exigencia de que sean los propios gobernados, a través de sus representantes, los que determinen las cargas fiscales que deben soportar, sino fundamentalmente que los caracteres esenciales del impuesto y la forma, contenido y alcance de la obligación tributaria, estén consignados de manera expresa en la ley, de tal modo que no quede margen para la arbitrariedad de las autoridades exactoras ni para el cobro de impuestos imprevisibles o a título particular, sino que el sujeto pasivo de la relación tributaria pueda, en todo momento, conocer la forma cierta de contribuir para los gastos públicos del Estado, y a la autoridad no queda otra cosa sino aplicar las disposiciones generales de observancia obligatoria, dictadas con anterioridad al caso concreto de cada causante. Esto, por lo demás, es consecuencia del principio general de legalidad, conforme al cual ningún órgano del Estado puede realizar actos individuales que no estén previstos y autorizados por disposición general anterior, y está reconocido por el artículo 14 de nuestra Ley Fundamental. Lo contrario, es decir, la arbitrariedad en la imposición, la imprevisibilidad en las cargas tributarias y los impuestos que no tengan un claro apoyo legal, deben considerarse absolutamente proscritos en el régimen constitucional mexicano, sea cual fuere el pretexto con que pretenda justificárseles.”

Ahora bien, conforme a lo precisado, debe tenerse que en el caso justiciable, el accionante equivoca su disentimiento, en la medida que la determinación adoptada por la enjuiciada, contenida en la boleta número Q1057400, por medio de la cual se le negó la expedición del certificado de libertad de existencia/inexistencia de gravamen del inmueble con número de folio electrónico ******, bajo la consideración de que se hacía necesario el pago de la diferencia del derecho por un  gravamen más, según lo previsto en el artículo 10 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, si se encuentra apegada al principio de legalidad tributaria.
En efecto, como puede verse del numeral invocado por la enjuiciada, el legislador estableció la obligación para los registradores, quienes deben permitir a las personas que lo soliciten, que se enteren de los asientos que obren en los folios o libros del Registro, y de los documentos relacionados con los mismos, para lo cual podrán expedir las certificaciones registrales de los asientos que obren en sus archivos, servicio que se condicionará al pago de derechos o cobros correspondientes y a las disposiciones contenidas en la legislación de la materia.

En ese sentido, a efecto de determinar el importe que corresponde como derecho a la prestación del servicio de expedición de la certificación que emita el Instituto Registral y Catastral del Estado, debemos atender al contenido de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, ordenamiento que contempla los ingresos que obtiene el Estado y que anualmente autoriza el Congreso en la ley correspondiente; señalando, en su caso, aquellos de carácter general y obligatorio, así como los que tienen un origen distinto, de cuyas disposiciones se advierte que en el numeral 56 de dicho ordenamiento, se regulan los derechos que corresponde a las certificaciones, búsqueda de datos y anotaciones marginales que realice el Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí.

Así, el numeral citado en el párrafo precedente dispone:

“ARTÍCULO 56. Las certificaciones, búsqueda de datos y anotaciones marginales que realice el Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí, causarán derechos que se cobrarán en el equivalente al valor de la UMA vigente, como sigue:

I. …
II. Por expedición de certificados de gravamen o de libertad de éste, por cada predio y por gravamen 3. 
Cuando se trate de vivienda popular o de interés social se cobrará el 50% de lo estipulado en esta fracción;

(…)”

Énfasis añadido

Como se desprende del numeral reproducido, en esa disposición el legislador estableció los derechos que corresponde cobrar por los servicios que brinda el Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí y que en el caso concreto de la prestación del servicio que corresponde a la expedición de certificados de gravamen o de libertad de éste, definiéndose que dicha contribución se causaría por cada predio y por gravamen, a razón de 3 tres UMA unidades de medida y actualización.
En ese sentido, si el predio identificado con el folio electrónico ******, reporta dos gravámenes y el recibo que originalmente adjuntó el aquí accionante en unión de su solicitud de once de junio de dos mil veinticuatro, amparaba únicamente el pago de un solo gravamen, debe decirse que la decisión adoptada por la enjuiciada en la boleta número Q1057400 de once de junio de dos mil veinticuatro, mediante la cual se negó la expedición del certificado de libertad de gravamen; y, el cobro por la cantidad de $407.00 (cuatrocientos siete pesos 00/100 m.n.) por concepto de expedición de certificado de gravamen o libertad, se encuentra ajustada al principio de legalidad tributaria, ya que la autoridad demandada se está ajustando a lo establecido por el legislador, que fue quien impuso la carga tributaria respecto del servicio que brinda el Instituto Registral y Catastral del Estado de San Luis Potosí, sin que pueda decirse que la determinación de cobrar dos veces el mismo concepto (expedición de certificado de existencia/inexistencia de gravamen), obedezca a una determinación sujeta al arbitrio de la enjuiciada, pues como se vio, tales conceptos se encuentran soportados en la norma que habilita el cobro de dicha contribución en la modalidad establecida por la autoridad demandada, de donde es evidente lo infundado del argumento de impugnación reseñado.

En conclusión, debe decirse que la decisión adoptada en la  boleta número Q1057400 de once de junio de dos mil veinticuatro, mediante la cual se negó la expedición del certificado de libertad de gravamen; en virtud de que a juicio de la demandada se hacía necesario realizar el pago de derechos por un gravamen más, dicha decisión se ajusta al principio de legalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que, al reportar dos gravámenes el inmueble materia de la solicitud del aquí accionante, resultaba obligado el pago de los derechos de 3 UMAS por cada uno de los gravámenes, lo cual además se ajustó a lo previsto en los artículos 10 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí y 56, fracción II, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, por lo que resulta procedente declarar la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado, ello conforme a lo previsto en los artículos 249, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y numerales 249 y 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado; es de resolverse y se RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ de la la boleta número Q1057400 de once de junio de dos mil veinticuatro, mediante la cual se negó la expedición del certificado de libertad de gravamen; y, el cobro por la cantidad de $407.00 (cuatrocientos siete pesos 00/100 m.n.) por concepto de expedición de certificado de gravamen o libertad, de acuerdo a los razonamientos precisados en el último considerando de la presente sentencia.

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, la Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Eduardo Peredo Gómez, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

� Según el artículo 24, fracción I, inciso a), del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí. 


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618


� Registro digital: 232797, Instancia: Pleno, Séptima Época, Materias(s): Constitucional, Administrativa, Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 91-96, Primera Parte, página 173, Tipo: Jurisprudencia


� Artículo 10, de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.





